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RECURSO 116/2026 
RESOLUCIÓN 145/2026 
 
 
Resolución 145/2026, de 25 de junio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se estima el 
recurso especial en materia de contratación interpuesto por Gaesa 
Asesores, S.L.P. contra los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares y de prescripciones técnicas que han de regir el 
procedimiento de contratación de los servicios de asesoramiento 
fiscal y tributario para la Universidad de Salamanca, (expediente n.º 
SE08-26). 
 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- Por resolución del Rectorado de la Universidad de Salamanca 

(sin fecha), se aprueban los pliegos que han de regir el procedimiento de 
contratación de los servicios de asesoramiento fiscal y tributario para la 
Universidad de Salamanca, (expediente n.º SE08-26). Por resolución del 
mismo Rectorado de 24 de abril de 2026 se aprueba el expediente de 
contratación y se dispone la apertura del procedimiento de adjudicación. 

 
Esta resolución se publica en la Plataforma de Contratación del Sector 

Público el mismo día 24 de abril de 2026. 
 
Segundo.- El 12 de mayo de 2026 D. yyy, en representación de Gaesa 

Asesores, S.L.P., interpone recurso especial en materia de contratación contra 
los pliegos de cláusulas administrativas particulares (PCAP) y de prescripciones 
técnicas (PPT) que han de regir la contratación de los referidos servicios, 
porque entre los criterios de adjudicación automáticos, el apartado J.b del 
cuadro de características del contrato inserto en el PCAP, incluye el criterio de 
experiencia limitado a la adquirida en universidades, al que se le otorgan 20 
puntos, que es contrario a los principios de igualdad y libre concurrencia y que 
resulta injustificado y desproporcionado, infringiendo así los artículos 1, 132 y 
145 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público 
(LCSP). 
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Tercero.- El 15 de mayo de 2026 se recibe en el Tribunal el expediente 
y el informe al recurso del órgano de contratación, en el que se opone a su 
estimación. 
 

Cuarto.- Conferido traslado del recurso a los licitadores, no consta la 
presentación de alegaciones.  

 
Quinto.- Por Acuerdo del Tribunal n.º 40/2026, de 21 de mayo, se 

estima la solicitud de suspensión del procedimiento de adjudicación del 
contrato contenida en el recurso. 

 
 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 46.1 de la LCSP, y 59 de la Ley 1/2012, de 28 
de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de la recurrente para 

interponer el recurso especial y su representación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la LCSP. La recurrente no ha presentado oferta 
en la licitación, por lo que no estaría incurso en la causa de inadmisibilidad del 
artículo 50.1.b) de la LCSP y, por otra parte, denuncia en el recurso 
condiciones discriminatorias en los pliegos que le impiden o dificultan dicha 
participación, lo que es suficiente para justificar su legitimación.  

 
El recurso se ha interpuesto frente los pliegos de un contrato de 

servicios cuyo valor estimado (212.000 euros) es superior a 100.000 euros, 
susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de contratación, 
conforme los artículos 44.1.a) y 44.2.a) de la LCSP.  

 
El recurso se ha interpuesto en el plazo previsto en el artículo 50.1.b) 

de la LCSP. 
 

3º.- En cuanto al fondo del asunto, la solución de la presente 
controversia exige determinar si las previsiones de los pliegos que se 
cuestionan en el recurso se ajustan al régimen jurídico de la contratación del 
sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo. 
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El criterio de adjudicación automático impugnado se recoge en el 
apartado J del cuadro de características del contrato que el PCAP incorpora, 
en los términos siguientes: 

 
“b) EXPERIENCIA DEL PERSONAL ADSCRITO AL CONTRATO QUE 

VAYA A EJECUTAR EL MISMO. LA CALIDAD DE DICHO PERSONAL AFECTA DE 
MANERA SIGNIFICATIVA A SU MEJOR EJECUCIÓN (0 a 20 puntos). 

 
»- Personal que haya realizado la dirección letrada de la 

defensa legal en procedimientos tributarios en sede judicial relacionados con 
el Impuesto sobre el Valor Añadido en universidades obteniendo sentencia 
favorable (Será imprescindible acreditación mediante presentación de las 
sentencias). Hasta 7,5 puntos, en función del número de sentencias. 

 
»- Personal que haya realizado asistencia y asesoramiento 

en actuaciones de comprobación e inspección general o específica por parte 
de los órganos de inspección de la Administración tributaria en el curso de las 
actuaciones inspectoras relacionadas con el Impuesto sobre el Valor Añadido 
en universidades (Será imprescindible acreditación mediante presentación de 
certificación de la universidad). Hasta 7,5 puntos, en función del número de 
inspecciones. 

 
»- Profesional que haya desarrollado su actividad en tres 

tareas directamente relacionadas con la tributación de universidades en los 
últimos tres años. Hasta 5 puntos. Se indica SI o NO. 

 
»Salvo el apartado en el que hay que indicar SI o NO (en el que 

se obtiene la máxima puntuación de indicar SI y 0 de indicar NO), los demás 
apartados se valorarán proporcionalmente entre las distintas ofertas; 
aplicando la fórmula de proporción directa, y, ajustándose el resultado a dos 
decimales: 

 
»P=pm*Ov/mo. 

 
»Donde P es la puntuación, pm la puntuación máxima, `Ov´ la 

oferta que se valora, y `mo´ la mejor oferta 
 

»Únicamente serán valoradas las que estén acreditadas 
documentalmente como se indica en cada uno de los criterios. 
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»La presentación de la documentación acreditativa del 
cumplimiento de los criterios exigidos tendrá carácter obligatorio. La falta de 
entrega de dicha documentación en el momento de la presentación de la oferta 
supondrá una valoración de 'NO' en este apartado. No será objeto de 
subsanación. 

 
»La Universidad es una entidad prestadora de servicios y 

pagadora de rendimientos. Tiene, por tanto, una fiscalidad compleja debido al 
volumen y diversidad de las operaciones ordinarias y extraordinarias que 
realiza y el ámbito donde realiza su actividad tanto en territorio nacional, 
comunitario o en terceros países. Asimismo, está sometida a impuestos 
estatales, autonómicos y municipales. La aplicación a las operaciones de la 
Universidad del sistema tributario requiere un profundo conocimiento del 
mundo universitario y de las normas fiscales que son de aplicación y que 
permita, en su caso, una planificación a medio y largo plazo que evite posibles 
riesgos. Toda esta complejidad hace que sea fundamental que quien vaya a 
realizar el asesoramiento de la Universidad haya desarrollado su actividad en 
tareas directamente relacionadas con la tributación de Universidades. Si no se 
cumple este requisito no es posible prestar un servicio de calidad y con 
celeridad que en muchas ocasiones es imprescindible. 

 
»La Universidad está clasificada como gran empresa por lo que 

su tributación está sometida a comprobación e inspección con carácter 
general. El resultado procedente de la liquidación del IVA anual, debido a su 
elevado importe se inspecciona todos los años. El IVA es un impuesto complejo 
en general y particularmente en las Universidades. Y es un impuesto con 
muchos requisitos formales cuyos incumplimientos conllevan la no percepción 
de las cantidades solicitadas. Sin personas que tengan experiencia y conozcan 
el fondo del asunto porque hayan realizado asistencia y asesoramiento en 
actuaciones de comprobación e inspección, no es posible finalizar una 
actuación inspectora de modo satisfactorio para los intereses de la 
Universidad. 

 
»Las posibles interpretaciones que pueden darse a la aplicación 

a la Universidad de las normas fiscales, concretamente en lo que se refiere al 
Impuesto sobre el Valor Añadido, queda puesto de manifiesto con los litigios 
que se tienen tanto en la Agencia Tributaria como en los Tribunales de Justicia. 
Dado que en estas circunstancias se están reclamando importantes cantidades 
de dinero no sería sensato para la Universidad otorgar la confianza para 
resolver estas cuestiones en personas que no fueran absolutamente expertas. 
Por ello es imprescindible que la empresa adjudicataria cuente con personal 
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que haya realizado la dirección letrada de la defensa legal en procedimientos 
tributarios relacionados con el Impuesto sobre el Valor Añadido y que haya 
obtenido sentencias favorables ya que los importes son significativos para las 
cuentas de la Universidad”. 
 

La recurrente considera que existe un “Tercero.– Restricción sectorial 
de la experiencia valorable. 

 
»La configuración de los citados criterios restringe la experiencia 

susceptible de valoración exclusivamente a operadores económicos con 
actividad previa específica en el ámbito universitario: sólo se puntúa la 
dirección letrada de procedimientos de IVA en universidades, sólo se valoran 
inspecciones tributarias de IVA en universidades, y sólo se reconoce la 
experiencia en tributación de universidades. Queda expresamente excluida 
cualquier experiencia equivalente o análoga en otros sectores. 

 
»Cuarto.– Ausencia de singularidad normativa o tributaria 

universitaria. 
 
»No existe en el ordenamiento jurídico español un régimen 

tributario universitario autónomo o especial que justifique la restricción 
anterior. 

 
»Las cuestiones tributarias descritas en el PPT —prorrata, 

sectores diferenciados de actividad, operaciones exentas y no exentas, 
subvenciones, operaciones intracomunitarias, regularizaciones de IVA, 
retenciones, SII, deducciones parciales— son problemas comunes del régimen 
ordinario del Impuesto sobre el Valor Añadido que concurren en múltiples 
tipologías de entidades: fundaciones, hospitales públicos y privados, 
organismos autónomos, centros tecnológicos, consorcios público-privados, 
entidades parcialmente exentas del IRPF y del IVA, y otras entidades 
complejas del sector público o privado”.  

 
Junto a ello, la recurrente entiende que el PCAP vulnera el principio de 

proporcionalidad del artículo 145 de la LCSP por los siguientes motivos: 
 

“-La valoración específica de sentencias favorables en 
procedimientos judiciales de IVA en universidades constituye un elemento que 
no guarda proporción alguna con la complejidad técnica media del servicio 
contratado, ni permite medir objetivamente la calidad del prestador, dado que 
el resultado de un litigio depende de múltiples factores externos al licitador 
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(criterios jurisdiccionales cambiantes, cuantías disputadas, plazos procesales, 
estrategias de la Administración).  

 
»-La valoración de inspecciones tributarias específicamente 

universitarias como parámetro autónomo de experiencia genera una barrera 
de entrada excesiva y desproporcionada, al tratarse de experiencias 
extraordinariamente excepcionales y escasas en el mercado, que solo puede 
haber acumulado un número muy reducido de despachos.   

 
»-El tercer subcriterio (SÍ/NO, hasta 5 puntos, sobre experiencia 

en tributación universitaria en los últimos tres años) confiere una ventaja 
puntual desproporcionada a los operadores que ya venían prestando servicios 
a la Universidad o a otras universidades, sin reconocer valor a experiencia 
técnicamente equivalente”.  

 
Además, en el recurso se alega que “los criterios impugnados operan 

materialmente como una solvencia técnica reforzada y sectorializada, y no 
como un verdadero criterio de adjudicación orientado a identificar la mejor 
oferta. En efecto: 

 
»–La propia motivación incorporada al PCAP (apartado J.1) 

señala textualmente que sin experiencia universitaria «no es posible prestar 
un servicio de calidad y con celeridad» y que sin experiencia en inspecciones 
de IVA universitario «no es posible finalizar una actuación inspectora de modo 
satisfactorio». Este lenguaje de necesidad absoluta convierte el criterio de 
adjudicación en un requisito de aptitud encubierto. (…)”. 

 
Por último sostiene el recurso que en el expediente no se justifica 

suficientemente el criterio: “El artículo 28.2 LCSP exige que la decisión de 
contratar sea adecuada en cuanto a su naturaleza y objeto y que los criterios 
de adjudicación se justifiquen motivadamente. El expediente no incorpora 
justificación suficiente para excluir la experiencia equivalente en otras 
entidades de complejidad fiscal análoga. Las consideraciones incluidas en el 
PCAP son de carácter genérico, conclusivo y circular (se afirma la necesidad 
de experiencia universitaria porque la Universidad es compleja, y se afirma 
que es compleja porque existe esa experiencia específica), sin que se 
identifiquen con precisión los elementos diferenciales que distinguen la 
tributación universitaria de la tributación de otras entidades parcialmente 
exentas”. 
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El informe al recurso del órgano de contratación insta su desestimación, 
en cuanto “el régimen fiscal de la Universidad es complejo y diferente a otras 
entidades públicas y con mucha casuística, incidiendo en asuntos como el tema 
de la interpretación del IVA, que dio lugar al dictado de diversas sentencias, 
todas ellas estimadas, recuperando un importe considerable por este 
concepto, y ello, como consecuencia de los criterios discrepantes con la AEAT, 
en relación al tratamiento de la investigación. En este contexto, el 90% de las 
cuestiones que se plantean en la Universidad es en relación al IVA por lo que, 
los criterios de adjudicación inciden principalmente en este apartado tanto en 
relación a sentencias como a inspecciones porque ahí también radica el peso 
económico de la tributación”. 

 
Añade que en el “SOBRE 3, donde, si se exige una experiencia de 3 

años, en tareas directamente relacionadas con el objeto del contrato, esto es, 
tributación en Universidades, este criterio tiene base legal en el actual Real 
Decreto 659/2023 cuyo art 187 regula los requisitos del personal asesor y 
evaluador en los procedimientos de acreditación de competencias 
profesionales, premisa que permite al órgano de contratación apoyarse en esa 
norma para exigir determinados perfiles profesionales en un contrato 
relacionado con esa actividad, pues dicho artículo determina que la 
competencia profesional solo se adquiere con experiencia laboral y no, con 
años de formación. 

 
»De este modo, este art 187 señala que los requisitos que 

deberán concurrir en todo caso para obtener de las Administraciones 
competentes la habilitación para ejercer las funciones de asesoramiento y/o 
evaluación son: la de tener una experiencia de al menos cuatro años en alguno 
de los sectores como la de `profesionales expertos´ en las unidades de 
competencia que se indiquen. 

 
»En consecuencia, esta Institución entiende que la exigencia de 

3 años de experiencia laboral tiene cobertura legal necesaria, y no es 
restrictiva, pues este Real Decreto establece precisamente los perfiles 
habilitantes para el ejercicio de una actividad, que, en este caso, se exige a 
través de los criterios cuantificables de forma automática en el pliego, con un 
máximo de 20 puntos, experiencia del personal que, si se exige, es solo porque 
afecta a la calidad de la prestación, al estar además vinculada al objeto del 
contrato, siendo además proporcional. 

 
» (…). En definitiva, la experiencia que se valore como criterio 

de adjudicación ha de estar referida a un perfil del personal que intervenga en 
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una tarea o elemento significativo de la ejecución del contrato, objetivos que 
son los que se persiguen en este expediente, de forma que el art. 145.2 LCSP 
permite valorar organización, cualificación y experiencia del personal adscrito; 
el art. 187 del RD 659/2023 define perfiles técnicos cualificados y 
especializados, por lo que, en contratos relacionados con acreditación de 
competencias o ámbitos técnicos conexos, como es el SE 8/26, sirven de 
justificación técnica objetiva para exigir determinados perfiles que son los que 
van a mejorar la calidad del contrato, y de ese modo, la Universidad, en este 
caso como órgano de contratación, puede valorar la idoneidad, la 
especialización, la estructura funcional y la cualificación concreta del equipo”. 

 
Refiere por último el informe al recurso que “La experiencia exigida en 

el pliego en materia tributaria, como el Impuesto de IVA en Universidades 
públicas, es consecuencia del dictado de sentencias estimatorias para este 
organismo, como la de la Audiencia Nacional de 4 de julio de 2014 rec 
443/2013, sala de lo contencioso administrativo, donde la AEAT sostenía que 
la investigación básica universitaria, no pertenecía exclusivamente al sector de 
investigación, sino también al sector de enseñanza y por ello, pretendía aplicar 
la ̀ regla de prorrata´ del IVA de 2007 con el consiguiente perjuicio económico 
para esta Universidad, pues con ello solo permitía una deducción parcial del 
IVA soportado. La defensa de la Universidad partió de apreciar que, la 
investigación básica constituye actividad económica diferenciada, que está 
integrada en el sector de investigación y por tanto el IVA soportado en bienes 
y servicios destinados a esa actividad debía deducirse al 100%, fundamento 
que dio lugar un fallo judicial estimatorio para esta Universidad. 

 
»En el mismo sentido, el recurso contencioso Administrativo TSJ 

Valladolid, nº P.O. 1654/2010, formulado por la Usal, frente a la resolución de 
30-7-10 de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, sobre las 
liquidaciones del IVA de los años 2002 a 2004, igualmente estimadas a favor 
de la Universidad. 

 
»Por ello, en el Sobre 3 del pliego de este expte. SE 8/26, se 

señala que la USAL tiene una fiscalidad compleja debido al volumen y 
diversidad de las operaciones ordinarias y extraordinarias que realiza y el 
ámbito donde realiza su actividad tanto en territorio nacional, comunitario o 
en terceros países, y el IVA es un impuesto complejo en general y 
particularmente en las Universidades, por estar sujeto a muchos requisitos 
formales cuyos incumplimientos conllevan la no percepción de las cantidades 
solicitadas, de ahí la necesidad de exigir experiencia tan concreta y 
especializada”. 
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4º.- Expuesto lo anterior, ha de partirse de la distinción que existe entre 
requisitos de solvencia, que hacen referencia a las características y 
circunstancias de los licitadores, exigidos a fin de apreciar su aptitud para 
realizar una buena ejecución del contrato, y los criterios de adjudicación, que 
tienen por objeto valorar las cualidades de las ofertas y seleccionar la que 
tenga una mejor relación calidad-precio. Esta diferenciación tradicional había 
permitido rechazar la experiencia como criterio de adjudicación, si bien la 
LCSP, en su artículo 145.2.2º, y la Sentencia C-601/13, de 26 de marzo de 
2015, del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE), abren la posibilidad 
de valorar esta, en el sentido de valoración de experiencia profesional del 
equipo humano adscrito a la ejecución del contrato en cuanto pueda afectar 
de manera significativa a su mejor ejecución. Si bien inicialmente, esta 
interpretación parecía limitarse a los servicios de carácter intelectual a los que 
se refería la sentencia del TJUE o incluso la Resolución n.º 104/2018, de 22 
de octubre, de este Tribunal, el informe n.º 108/18, de la Junta Consultiva de 
Contratación del Sector Público, admite su aplicación a otro tipo de contratos, 
puesto que ni la Directiva 2014/24/UE ni la LCSP limitan su aplicación a 
aquellos. 
 

El artículo 145.2.2º de la LCSP dispone que “La mejor relación calidad 
precio se evaluará con arreglo a criterios económicos y cualitativos.  

 
»Los criterios cualitativos que establezca el órgano de 

contratación para evaluar la mejor relación calidad-precio podrán incluir 
aspectos medioambientales o sociales, vinculados al objeto del contrato en la 
forma establecida en el apartado 6 de este artículo, que podrán ser, entre 
otros, los siguientes: (…)  

 
» 2.º La organización, cualificación y experiencia del personal 

adscrito al contrato que vaya a ejecutar el mismo, siempre y cuando la calidad 
de dicho personal pueda afectar de manera significativa a su mejor ejecución”. 

 
Las resoluciones 81/2026, de 16 de abril, 102/2024, de 2 de agosto, o 

77/2023, de 1 de junio, de este Tribunal, señalan que “Para que sea válida la 
valoración de la experiencia como criterio de adjudicación es necesario que se 
aplique de forma diferente a los requisitos de solvencia, y en este caso, se 
valora la misma experiencia como criterio de adjudicación y como requisito de 
solvencia, puesto que no se valora la calidad de la oferta del licitador futuro, 
sino que se valora la experiencia del licitador, en los términos del pliego 
`experiencia del licitador´, por lo tanto, de su empresa, y tal y como dice el 
recurrente, `de su empresa en abstracto´ y no la experiencia del personal. 
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»Así, entre otras, la Resolución 873/2018 del TACRC, de 1 de 
octubre de 2018 (…), señala ̀ la cláusula trascrita está viciada de nulidad, pues 
consigna un criterio de adjudicación, sujeto a juicio de valor, referido al 
adjudicatario y no de manera específica a la oferta que se ha presentado en 
el contrato. Se valora, en definitiva, la experiencia de la empresa en abstracto, 
habiendo sido esta ya apreciada al determinar si tiene aptitud o no para la 
correcta ejecución del contrato, esto es, si reúne los requisitos de solvencia 
técnica establecidos en el PCAP. (…)´. 

 
»Igualmente, la Junta de Contratación Administrativa del Sector 

Público en su informe 108/18 se pronunció sobre la experiencia del personal 
como criterio de adjudicación siendo condiciones para su validez como criterio 
de adjudicación: “que el personal mencionado en los pliegos se encargara de 
la ejecución efectiva del contrato y que la calidad de personal pudiera afectar 
de manera significativa a la ejecución del contrato”. 
 

Pues bien, a este respecto, la ya citada Sentencia C-601/13, de 26 de 
marzo de 2015, del TJUE, declara que “31. La calidad de la ejecución de un 
contrato público puede depender de manera determinante de la valía 
profesional de las personas encargadas de ejecutarlo, valía que está 
constituida por su experiencia profesional y su formación. 

 
»32. Así sucede en particular cuando la prestación objeto del contrato 

es de tipo intelectual, y se refiere, como en el caso de autos, a servicios de 
formación y consultoría. 

 
»33. Cuando un contrato de esta índole debe ser ejecutado por un 

equipo, son las competencias y la experiencia de sus miembros los aspectos 
determinantes para apreciar la calidad profesional de dicho equipo. Esa calidad 
puede ser una característica intrínseca de la oferta y estar vinculada al objeto 
del contrato, en el sentido del artículo 53, apartado 1, letra a), de la Directiva 
2004/18. 

 
»34. Por consiguiente, la citada calidad puede figurar como criterio de 

adjudicación en el anuncio de licitación o en el pliego de condiciones de que 
se trate”. 
 

Así las cosas, partiendo de que la experiencia del personal adscrito al 
contrato es un elemento de calidad de la oferta que puede ser utilizado como 
criterio de adjudicación, en el supuesto que se examina, atendiendo a la 
prestación que se contrata se considera que, si bien la experiencia en el ámbito 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

11 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es  

 

del asesoramiento y defensa en el ámbito fiscal y tributario puede resultar 
especialmente relevante frente a la experiencia en asesoramiento y defensa 
en otros ámbitos, lo que justifica el establecimiento de esta circunstancia como 
un criterio de adjudicación, incluso limitado al IVA, ello resulta cuestionable en 
la licitación que nos ocupa pues, según el pliego, el otorgamiento de 
puntuación se circunscribe exclusivamente a la acreditación de dicha 
experiencia en universidades y, en su conjunto, su valoración representa el 
20% de la puntuación total, lo que puede convertirse en un obstáculo a la 
concurrencia si el personal adscrito por la empresa, pese a disponer de 
experiencia en ámbitos fiscal y tributario, y en particular en relación al IVA, no 
la ha adquirido en trabajos limitados al ámbito universitario, pues el peso 
relativo de tales criterios, puede convertirse en decisivo para la adjudicación. 
 

La memoria justificativa del contrato motiva la limitación de la 
experiencia en ese ámbito universitario, en términos similares a los que 
transcribe el propio criterio de adjudicación, anteriormente transcrito, del 
apartado J.b) del Cuadro de Características.  

 
En primer lugar, se justifica la necesidad de personal que haya 

desarrollado su actividad en tareas directamente relacionadas con la 
tributación de Universidades en que “La Universidad es una entidad prestadora 
de servicios y pagadora de rendimientos. Tiene, por tanto, una fiscalidad 
compleja debido al volumen y diversidad de las operaciones ordinarias y 
extraordinarias que realiza y el ámbito donde realiza su actividad tanto en 
territorio nacional, comunitario o en terceros países. Asimismo, está sometida 
a impuestos estatales, autonómicos y municipales. (…)”. 

 
Ahora bien, estas características no son exclusivas de la tributación de 

las universidades, pudiendo concurrir en otras entidades, tanto públicas como 
privadas. 

 
En segundo término, se motiva la necesidad de personal que haya 

realizado asistencia y asesoramiento en actuaciones de comprobación e 
inspección en que “La Universidad está clasificada como gran empresa por lo 
que su tributación está sometida a comprobación e inspección con carácter 
general. El resultado procedente de la liquidación del IVA anual, debido a su 
elevado importe se inspecciona todos los años. (…)”.  

 
Al igual que en el caso anterior, tampoco esta condición se reserva a la 

tributación de las universidades, ni justifica una singularidad específica distinta 
de otras grandes empresas. 
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Por último, la motivación de la limitación a personal que haya realizado 
la dirección letrada de la defensa legal en procedimientos tributarios 
relacionados con el Impuesto sobre el Valor Añadido y que haya obtenido 
sentencias favorables se hace descansar en la Memoria en “Las posibles 
interpretaciones que pueden darse a la aplicación a la Universidad de las 
normas fiscales, concretamente en lo que se refiere al Impuesto sobre el Valor 
Añadido, queda puesto de manifiesto con los litigios que se tienen tanto en la 
Agencia Tributaria como en los Tribunales de Justicia. Dado que en estas 
circunstancias se están reclamando importantes cantidades de dinero no sería 
sensato para la Universidad otorgar la confianza para resolver estas cuestiones 
en personas que no fueran absolutamente expertas. (…)”. 

 
En el informe al recurso del órgano de contratación, se hace referencia 

en este punto a 2 sentencias que se pronunciaron en favor de deducir al 100% 
el IVA soportado en bienes y servicios destinados a la investigación básica, 
frente a la tesis que sostenía la AEAT de que la investigación básica 
universitaria, no pertenecía exclusivamente al sector de investigación, sino 
también al sector de enseñanza y por ello, pretendía aplicar la “regla de 
prorrata” del IVA de 2007 con el consiguiente perjuicio económico para la 
Universidad de Salamanca. No obstante, la doctrina resultante de estas 
sentencias, en atención a su fecha, en torno a los años 2010 y 2014, se 
considera que debe ser de conocimiento y aplicación general en la gestión 
tributaria de la Universidad y no justifica la restricción que se introduce a través 
del criterio impugnado. 

 
También el informe al recurso incorpora una justificación del criterio 

basada en la previsión del artículo 187 del Real Decreto 659/2023, de 18 de 
julio, por el que se desarrolla la ordenación del Sistema de Formación 
Profesional.  

 
Ahora bien, esta justificación, además de extemporánea, no guarda 

relación alguna con la cuestión que ahora se trata. Así, este artículo está 
incluido en el Título VI del Real Decreto 659/2023, que regula el 
“Procedimiento de acreditación de competencias adquiridas a través de la 
experiencia laboral u otras vías no formales e informales”, y dentro de él, en 
su Capítulo IV, sobre las “Fases de la instrucción del procedimiento”, que 
comienza con el artículo 183, “Fases” que señala en su apartado 1 que “La 
instrucción del procedimiento constará consecutivamente de las fases de 
asesoramiento; evaluación; y acreditación y registro de la competencia 
profesional”. 
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En particular, el alegado artículo 187, regula los “Requisitos y funciones 
de personas asesoras y evaluadoras”, en los términos siguientes: 

 
“1. Podrán ejercer, indistintamente, las funciones de 

asesoramiento y evaluación: 
 

»a) El profesorado de formación profesional y formadores 
y formadoras de formación profesional, que acrediten indistintamente: 

 
»1.º Al menos cuatro años de experiencia docente 

impartiendo módulos profesionales de la familia profesional en la que se 
encuadra el proceso de acreditación. 

 
»2.º Al menos, dos años de experiencia docente 

impartiendo módulos profesionales de la familia profesional en la que se 
encuadra el proceso de acreditación, y, al menos, dos años de experiencia 
laboral en el sector productivo en que se encuadra el objeto de acreditación. 

 
»Estos profesionales estarán exentos de la realización del curso 

específico de formación, que tendrá carácter meramente voluntario y se 
consideran de oficio habilitados para ejercer las funciones de asesoramiento y 
evaluación. 

 
»b) Los y las profesionales expertos en el sector 

productivo y en las familias profesionales en que se encuadran los estándares 
de competencia objeto de acreditación, que acrediten una experiencia laboral 
en dicho sector de, al menos, cuatro años. Estos y estas profesionales deberán 
superar un curso de formación específica organizado o supervisado por las 
administraciones competentes”. 

 
No es posible afirmar, como hace el informe al recurso, que el órgano 

de contratación puede “apoyarse en esa norma para exigir determinados 
perfiles profesionales en un contrato relacionado con esa actividad, pues dicho 
artículo determina que la competencia profesional solo se adquiere con 
experiencia laboral y no, con años de formación”, pues este precepto no regula 
los requisitos de los aspirantes sino del personal habilitado para ejercer las 
funciones de asesoramiento y evaluación en el procedimiento de acreditación 
de competencias adquiridas a través de la experiencia laboral u otras vías no 
formales e informales y; por otra parte, no determina que la competencia 
profesional solo se adquiera con experiencia laboral. 
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Las consideraciones expuestas, permiten apreciar que no dispone de 
justificación suficiente la restricción sectorial al ámbito de las universidades de 
la experiencia valorable, que se alega en el recurso, la cual vulnera el principio 
de igualdad y puede restringir injustificadamente la competencia, configurados 
como principios rectores de la contratación pública en los artículos 1 y 132 de 
la LCSP.  

 
En consecuencia, cabe estimar el recurso, con anulación del criterio de 

adjudicación del apartado J.b) del cuadro de características del contrato 
recogido en el PCAP, sobre “Experiencia del personal adscrito al contrato que 
vaya a ejecutar el mismo”, y de la licitación, puesto que, la anulación de un 
criterio de adjudicación conlleva la de la propia licitación, de acuerdo con la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, sentencia de 4 de 
diciembre de 2003, en el Asunto C-448/01, EVN and Wienstrom contra 
República de Austria, y la doctrina consolidada de los tribunales 
administrativos de recursos contractuales, que ha sostenido este Tribunal, 
entre otras, en su Resolución 13/2017, de 9 de febrero o, en la más reciente, 
80/2025, de 22 de mayo. 
 

De este modo, procederá retrotraer el procedimiento al momento 
anterior a la aprobación de los pliegos, teniendo en cuenta que, conforme al 
artículo 57.2 in fine de la LCSP, “En todo caso la estimación del recurso que 
conlleve anulación de cláusulas o condiciones de los pliegos o documentación 
contractual de naturaleza análoga, determinará la anulación de los actos del 
expediente de contratación relacionados con su aprobación”. 

 
En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Estimar, en los términos expuestos en esta resolución, el 

recurso especial en materia de contratación interpuesto por Gaesa Asesores, 
S.L.P. contra los pliegos de cláusulas administrativas particulares y de 
prescripciones técnicas que han de regir el procedimiento de contratación de 
los servicios de asesoramiento fiscal y tributario para la Universidad de 
Salamanca, (expediente n.º SE08-26). 
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Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento.  
 
Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 
Cuarto.- El órgano de contratación deberá dar conocimiento a este 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León de las 
actuaciones adoptadas para dar cumplimiento a esta resolución.  

 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 

de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), contra esta 
resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el 
día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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